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Capítulo 4
La clave de la elección del 
Poder Judicial: la asignación 
de cargos por distritos
Alonso Zepeda Celis1

El periodo electoral extraordinario que inició con la publicación de la reforma 
judicial Obrador-Sheinbaum, y que estableció las elecciones judiciales del 
1° de junio de 2025, involucró la elección de 881 cargos del Poder Judicial 
de la Federación, más aquellos cargos judiciales locales que en cada entidad 
federativa se elijan.

Esto implica no sólo un reto logístico y presupuestal para el Instituto 
Nacional Electoral (INE), sino también jurídico ante la falta de certeza de 
reglas y procedimientos para llevar a cabo la elección. Además de que nunca 
se ha realizado un proceso electoral de esta magnitud, vale destacar la lógica 
propia de esta reforma judicial. Esto es, no participación de partidos polí-
ticos, reducción presupuestal, múltiples candidatos por cargo sin estructura 
política, prohibición a los candidatos de recibir financiamiento público o 
privado, tiempos de campaña reducidos, imposibilidad de tiempos de radio 
y televisión para cada candidato, etcétera.

1	 Abogado de la Universidad Panamericana con mención honorífica. Asesor en derecho públi-
co y litigante en materias constitucional, administrativa y electoral.
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En este contexto, el INE ha tenido que determinar el marco geográfico 
que regirá la elección, de tal forma que sea materialmente posible que se 
elijan a los 881 cargos de nivel federal que equivalen a más de cuatro mil 
candidaturas para 2025. 

Así, en noviembre de 2024, el Consejo General del INE, por votación 
unánime, aprobó la armonización del marco geográfico electoral por el que 
se homologó la división distrital tradicional que suele definir las candidatu-
ras del Congreso, con la división territorial de los 32 circuitos judiciales que 
determina el Consejo de la Judicatura Federal2.

Estos circuitos judiciales coinciden, en la mayoría de los casos, con el 
territorio de cada entidad federativa y determinan el espacio geográfico sobre 
el que ejercen jurisdicción cada uno de los jueces y magistrados del Poder 
Judicial de la Federación, con independencia de algunos cuya especialidad 
les da jurisdicción en toda la República.

Ahora, los distritos electorales son el criterio territorial conforme al cual 
el INE determina las 300 candidaturas de diputados federales y, en ellos, 
habitan en promedio 350,000 ciudadanos con derecho a voto. De tal forma 
que los 300 diputados de elección por mayoría relativa sean votados por la 
misma cantidad de electores, garantizando así una equidad en la contienda 
de todos los distritos electorales y que el peso y valor del voto sea igual entre 
todos los ciudadanos.

A su vez, esos distritos permiten determinar las cinco circunscripciones 
territoriales en las que se divide el país y conforme a las que se determinan 
el resto de los 200 diputados elegidos por el principio de representación pro-
porcional o plurinominales, cuya función es que no solo las mayorías tengan 
representación legislativa, sino también los ciudadanos que votaron por par-
tidos políticos distintos a los de la mayoría y su asignación se realiza a través 
de una fórmula dependiendo cuántos votos obtuvo cada partido político.

El problema es que, al momento de homologar esta situación frente a 
los circuitos judiciales, las lógicas se contraponen. En otras palabras, los 

2	 Acuerdo INE/CG2362/2024 del Consejo General del Instituto Nacional Electoral por el que 
se aprueba el marco geográfico electoral que se utilizará en el proceso electoral extraordi-
nario 2024-2025, referente a la elección de personas juzgadoras del Poder Judicial de la 
Federación.
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distritos electorales se rigen conforme a la población, mientras que los cir-
cuitos judiciales se rigen conforme a la materia de las controversias en un 
territorio determinado.

Tomemos el ejemplo de los circuitos de los estados de San Luis Poto-
sí e Hidalgo: si bien el padrón electoral del primero está compuesto por 
2,216,416 de ciudadanos, se elegirán 17 cargos de magistrados y jueces 
federales, más los cargos federales de elección nacional —como la Supre-
ma Corte de Justicia de la Nación, el Tribunal Electoral y el Tribunal de 
Disciplina Judicial— o regional —tal sería el caso de las Salas Regionales 
del Tribunal Electoral—. En Hidalgo, por su parte, con un electorado lige-
ramente mayor de 2,422,155 personas, únicamente se elegirán 11 cargos de 
magistrados y jueces federales, evidenciando que el número de juzgadores 
no responde a una lógica poblacional.

Entonces, bajo dicha lógica, el problema resalta cuando los cargos a elegir 
aumentan. El caso de Ciudad de México es ejemplificativo: 168 cargos de 
jueces y magistrados federales serán elegidos en 2025 por un electorado de 
7,974,290 personas. Esto implicaría, si cada uno de esos electores escogiera 
a sus juzgadores, que el 1º de junio tendrían que escoger entre 624 candidatos 
a magistrados y 384 candidatos a jueces federales.

Por supuesto que eso no es viable, por lo que el INE decidió distribuir el 
número de cargos en lo que denominó distritos judiciales electorales y que, 
básicamente, es una división territorial para simplificar la elección judicial. 
Funciona agrupando distritos electorales tradicionales de tal forma que cada 
agrupación de ciudadanos elija lo más cercano a 10 cargos de jueces y 10 
cargos de magistrados federales.

De esa forma, Ciudad de México se dividirá en 11 distritos judiciales 
electorales para que cada uno tenga aproximadamente 700,000 electores y 
escojan entre 14 y 16 cargos judiciales. ¿El problema? En Ciudad de México 
se concentran controversias que no necesariamente afectan a personas resi-
dentes o sólo a ellas, como es la materia penal, mercantil o especializada en 
competencia económica y telecomunicaciones.

Esto se explica sencillamente porque Ciudad de México es el centro eco-
nómico y político del país y, por ese motivo, la mayoría de las cuestiones 
federales suceden en esta ciudad. En consecuencia, sus controversias son 
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igualmente dirimidas ahí, aun cuando las personas no necesariamente tengan 
su residencia en la entidad.

Tal es el caso de los juzgados y tribunales colegiados especializados en 
competencia económica y telecomunicaciones, que resuelven cualquier tema 
relacionado con operaciones corporativas de grandes empresas, así como 
respecto de concesionarios de radio y televisión. Una industria que en 2024 
representó el 1.6 % del PIB nacional3, cifra mayor a lo que doce entidades 
federativas aportan al PIB nacional; sin embargo, conforme a las reglas del 
INE, serán elegidos únicamente por los electores de Ciudad de México por 
ahí estar su residencia.

En breve: el problema es que las decisiones de estos juzgadores tienen 
incidencia en todo el país por tratarse de una industria prioritaria con reper-
cusiones nacionales, englobando desde concesiones de radio indígena en 
Oaxaca, por ejemplo; hasta las concesiones de Grupo Televisa o las de CFE 
Internet para Todos. Pero su elección será determinada por un sólo distri-
to judicial electoral en Ciudad de México, es decir por aproximadamente 
700,000 electores. Lo cual, sobra mencionar, merma drásticamente uno de los 
fundamentos y justificaciones de la reforma Obrador-Sheinbaum: la democra-
tización del poder judicial, bajo la lógica del voto y representación popular. 

Es más, si consideramos un porcentaje de participación similar al de 2024, 
en el que se eligió el cargo de presidenta de la República, en el mejor de 
los casos un 60 % de dichos electores saldrán a votar el 1º de junio. De tal 
manera que bastará que los candidatos a dichos cargos obtengan la mayoría 
de los 420,000 votos, para convertirse en juzgadores de esa materia y cuyas 
decisiones impactarán directamente en el 1.6 % del PIB nacional.

Si encima consideramos que el distrito judicial electoral en el que se 
elegirá ese cargo ya fue definido por el INE y coincide con un territorio do-
minado por el partido oficialista, basta para apreciar los riesgos que traería 
un desdoblamiento o implementación de este tipo de la reforma judicial. Vale 
recordar que, en este sentido, al ya estar definidas las listas de candidatos por 
los comités de evaluación, el INE precisamente tiene la tarea de determinar 
qué candidatos corresponden a qué distritos judiciales electorales.

3	 Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI).
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Fue así que, ante los señalamientos públicos de esta situación a principios 
de febrero de 2025, el INE pretendió corregir su marco geográfico y crear un 
método de asignación de cargos. Esto a través de un sorteo público a partir 
de listas de candidatos clasificados por especialidad, comité de evaluación 
postulante y género, en las que se les asignó una clave alfanumérica a cada 
persona candidata, con el propósito de no conocer quién detenta qué candi-
datura y garantizar una asignación lo más objetiva posible.

A pesar de eso, el procedimiento de asignación sigue teniendo irregula-
ridades, pues parte de la clave alfanumérica que se le asigna a cada persona 
candidata incluye una letra que representa la especialidad o materia en la 
que contendrá y que va de la A a la W. Así, la materia administrativa tiene 
la letra A, la materia especializada en competencia económica y telecomu-
nicaciones la letra B y la de apelación en las materias civil y administrativa, 
especializada en competencia económica y telecomunicaciones, la letra F. Sin 
embargo, dentro de las categorías contempladas por el INE están también ci-
vil y competencia económica radiodifusión (sic) con la letra H y competencia 
económica radiodifusión (sic) con la letra L4.

Esto es relevante considerando que el sorteo de asignación se realiza 
dentro del grupo de la especialidad, por lo que mientras más grupos de es-
pecialidades haya, el número de candidatos en cada grupo disminuye y, en 
consecuencia, sube la probabilidad de asignar a ciertos candidatos para cier-
tos distritos judiciales. No deja de llamar la atención que precisamente existan 
estos “errores” respecto de las materias que definen temas tan relevantes 
como los de competencia económica y telecomunicaciones.

Pero dejando a un lado especulaciones, lo que es innegable es que esto 
refleja que el INE está regulando cuestiones que no conoce, pues precisa-
mente sólo existen dos categorías respecto de las materias de competencia 
económica y telecomunicaciones y a las cuales les corresponden las letras B 
y F conforme a su clasificación. De tal manera que no es claro a qué cargos 
pretende asignar las letras H y L; además, a pesar de que es su obligación 
determinar procesos certeros y accesibles a partir de criterios objetivos, no 
parece tener incentivos suficientes para investigar y comprender la dinámica 
jurisdiccional de los cargos a elección.

4	 Anexo del Acuerdo del Consejo General del Instituto Nacional Electoral INE/CG63/2025.
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Bajo la misma premisa, parece perder de vista que la asignación de cargos 
no se da únicamente respecto de las materias generales (administrativa, penal, 
civil), sino que ya existe implícitamente una asignación de cargos respecto 
de aquellos órganos jurisdiccionales especializados que, a pesar de tener 
incidencia nacional, se ha decidido sin criterios objetivos que su elección no 
solo sea en una entidad federativa específica —Ciudad de México— sino que 
además sea en un distrito judicial en particular.

Ahora, dicha situación no es exclusiva de la materia en telecomunica-
ciones, inclusive puede ser más grave en una materia como la penal por lo 
que está en juego. Esto es, la libertad de cada uno de los habitantes del país, 
la venganza frente a adversarios políticos y la eventual componenda con el 
crimen organizado. En este ámbito, si bien el INE intentó corregir los errores 
de su marco geográfico, para dimensionar la magnitud de su responsabilidad 
valen un par de precisiones.

En primer lugar, es importante definir que los jueces en material penal 
pueden ser catalogados en tres rubros dependiendo del momento procesal en 
el que intervienen: primero, están los jueces de control, encargados de impo-
ner medidas como la prisión preventiva durante la investigación del delito; 
luego, el juez de enjuiciamiento se encarga de dirigir el proceso cuando ya 
se imputó la responsabilidad a una persona y determina la culpabilidad o 
inocencia del imputado en cuestión y; tercero, el juez de ejecución, que vigila 
el cumplimiento de la condena impuesta.

No obstante, conforme al marco geográfico del INE dichos jueces son 
catalogados dentro de la misma materia —penal— sin diferencia alguna. Así, 
si bien el propio acuerdo que determinó la armonización tiene el propósito 
de evitar que los jueces penales sean elegidos exclusivamente por ciertos 
distritos judiciales, al no comprender el diseño institucional de los cargos no 
solucionan dicha posibilidad.

De tal manera que, conforme al método de asignación de cargos y al no 
existir diferenciación dentro de los juzgadores en materia penal, se abrió la 
posibilidad de que, por ejemplo, todos los cargos de juez de control sean 
elegidos en uno o dos distritos judiciales electorales. Dejando a criterio de 
dichos electores quiénes podrán imponer prisión preventiva hasta por 24 
meses a cualquier persona. 
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Ahora, considerando el grave problema de inseguridad que sufre el país, 
un riesgo no menor ante esta mala política pública del INE es que grupos de 
delincuencia organizada coopten los comicios de dichos cargos. En efecto, de 
ahí que resulte aún más relevante que no todos los juzgadores de alguna de 
las etapas del proceso penal sean elegidos en un sólo distrito judicial donde 
tenga control el crimen organizado, como en Jalisco donde serán elegidos 
los jueces en materia penal del reclusorio de máxima seguridad de Puente 
Grande —en el que se podría solicitar la aprehensión del líder del Cártel 
Jalisco Nueva Generación—. 

Otro riesgo: de concentrarse la elección de dichos cargos en un distrito 
judicial, en el que el partido oficialista tenga el control, considerando los vín-
culos que hoy se pueden confirmar de los primeros perfilamientos de varios 
candidatos la decisión sobre cuestiones tan delicadas como la libertad de las 
personas puede verse sometida a intereses políticos.

Profundizando en el marco geográfico, surge una cuestión adicional: el 
principio de voto universal y directo. Tanto la Constitución como la Con-
vención Americana sobre Derechos Humanos prevén que el voto debe ser 
universal e igual para todas las personas que son ciudadanas5. Es decir, que 
el voto de una persona en Ciudad de México debe valer lo mismo que el voto 
de una persona en Colima.

Sin embargo, con la reforma judicial y bajo el marco geográfico del INE, 
el sufragio empieza a tener modalidades que rompen con el principio de 
universalidad e igualdad. Tomemos como ejemplo las elecciones federales 
de 2024 en las que se eligió a la presidenta de la República, senadores y di-
putados federales. En este caso, cada uno de los ciudadanos a nivel nacional 
pudieron ejercer un voto para el cargo de presidenta, un voto para el cargo 
de senadores y un voto para el cargo de diputados federales.

De esa forma, tanto los ciudadanos en Colima como los de Ciudad de Mé-
xico ejercen votos que equivalen a lo mismo: un cargo por voto y el mismo 
número de cargos. 

5	 Artículo 35 constitucional: "Son derechos de la ciudadanía: [...] Votar en las elecciones popu-
lares". Artículo 23 de la Convención Americana de Derechos Humanos: "Todos los ciudada-
nos deben gozar de los siguientes derechos y oportunidades: [...] De votar y ser elegidos en 
elecciones periódicas auténticas, realizadas por sufragio universal e igual y por voto secreto 
que garantice la libre expresión de la voluntad de los electores".
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Sin embargo, conforme al modelo de división de distritos judiciales elec-
torales del INE, las personas en Ciudad de México ejercerán entre 14 y 16 
votos para jueces y magistrados según corresponda a su distrito judicial, 
mientras que en Colima ejercerán 6 votos para la misma clase de cargos.

Esto significa que el voto no será universal e igual, pues entre entidades 
federativas habrá una disparidad en el número de votos que tienen derecho 
a ejercer los ciudadanos por cargos que coinciden en naturaleza. Poniéndo-
lo en números, del universo de 881 cargos del Poder Judicial Federal que 
serán elegidos en 2025, las personas de Colima elegirán solamente seis que 
corresponden a jueces y magistrados más 19 de elección nacional y regional 
—Suprema Corte de Justicia de la Nación, Tribunal de Disciplina Judicial, 
Sala Superior del Tribunal Electoral y la Sala Regional correspondiente del 
Tribunal Electoral—.

En contraste, las personas de Ciudad de México elegirán 168 cargos que 
corresponden a jueces y magistrados federales más los 19 de elección nacio-
nal y regional. Es decir, los electores de Ciudad de México podrán elegir de 
forma exclusiva al 20 % de cargos federales que se elegirán en 2025, mientras 
que los residentes de Colima elegirán de forma exclusiva sólo al 0.6 % de 
dichos cargos.

Incluso, la disparidad se comprueba dentro del mismo circuito de Ciudad 
de México, pues el distrito judicial de Iztapalapa elegirá 14 cargos, mientras 
que el de Miguel Hidalgo elegirá 16 aun cuando ambos distritos forman parte 
del mismo circuito judicial, potenciando el derecho al voto de aquellos que 
sufraguen en Miguel Hidalgo pues podrán escoger una mayor proporción del 
Poder Judicial Federal. 

El problema no termina ahí, pues el voto no será directo considerando 
que los cargos elegidos no necesariamente serán aquellos que resuelvan las 
controversias de sus electores. En efecto, del universo de cargos a elegir, 
conforme a la división de distritos judiciales, los ciudadanos sólo votarán 
por algunos de los cargos que podrían impartirles justicia, pero que bien 
podrían resolver controversias de ciudadanos que no los votaron. Ello rompe 
con el principio natural del sufragio, que es la participación de los ciudada-
nos en la elección de los funcionarios que precisamente inciden en su vida 
y bienestar.
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Por esto, el modelo de marco geográfico creado por el INE no sólo im-
plica riesgos respecto de la asignación de cargos, sino que también genera el 
rompimiento del principio de sufragio universal, igual y directo. Incluso, de 
ahí que el INE pretendiera ajustar el marco geográfico para que los padrones 
electorales de cada distrito judicial dentro del mismo circuito no variaran 
entre sí por más del 20 %.

En consecuencia, ajustaron los distritos judiciales de Jalisco, Estado de 
México, Morelos y Tamaulipas, más no se abordó ninguna cuestión para 
garantizar la universalidad e igualdad del voto. Incluso, este problema ha 
sido reconocido por el Consejero electoral del INE, Uuc-Kib Espadas Acona, 
quien en sesión extraordinaria del Consejo General manifestó que hubo erro-
res en el diseño de las circunscripciones originalmente acordadas, afectando 
fundamentalmente el peso relativo del voto de cada ciudadana y ciudadano, 
por lo que el siguiente primero de junio el voto no valdrá igual y los ciu-
dadanos en Ciudad de México elegirán una masa sustancialmente mayor 
de juzgadores, incluyendo 14 magistrados y jueces que tienen jurisdicción 
nacional pero que solo serán electos en Ciudad de México6.

Así, si bien el INE parece haber reaccionado a la denuncia pública sobre 
los problemas que entraña el marco geográfico que define la elección del 
Poder Judicial Federal, la realidad es que no modificó sustancialmente sus 
criterios para garantizar una correcta elección de los cargos el próximo 1° 
de junio. Se puede concluir, entonces, que cuando menos en este proceso 
electoral el voto ya no será universal, igual y directo, así como que varios 
juzgadores serán determinados por un porcentaje mínimo de electores en 
comparación con las implicaciones nacionales de dichos cargos y bajo riesgos 
democráticos sumamente altos.

No queda más que seguir observando el desarrollo del proceso de asig-
nación de cargos que realice el INE —especialmente para saber por cuáles 
cargos podremos votar conforme a su criterio— pero, sobre todo, que, desde 
la participación ciudadana, medios de comunicación y la academia se analicen 
los nuevos mecanismos que son sumamente peligrosos para la legitimidad 

6	 Sesión extraordinaria del Consejo General, 10 de febrero de 2025, relativa a la aprobación 
de la modificación del Acuerdo INE/CG62/2025 sobre el Marco Geográfico par el proceso 
electoral extraordinario 2024-2025.
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democrática que pretenden erigir con esta reforma judicial. La cual no sólo 
podría fracturar aún más la estabilidad de las instituciones de impartición de 
justicia de nuestro país, sino de aquellas que resguardan la democracia y el 
principio republicano que encuadran nuestra sociedad.


